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I. Estado constitucional, cultura y democracia plural.

El Derecho en general y el Derecho constitucional en particular son productos culturales. La constitución en conjunto y sus elementos son parte de la cultura, lo que obliga a comprender su historia diversa, las distintas herencias y su futuro, como instancia generacional a proteger. 
Al Derecho constitucional se le pueden atribuir tres sentidos diferentes: a) el Derecho constitucional como el derecho objetivo que concretiza la organización fundamental de los poderes del Estado y que confiere el reconocimiento de los derechos fundamentales de las personas; b) el Derecho constitucional como el derecho subjetivo, individual, social o grupal, o colectivo o de incidencia colectiva; y c) el derecho Constitucional como el saber o la ciencia del sistema constitucional del Estado democrático
.
Peter Häberle, una de las mentes más brillantes del derecho constitucional actual, destaca tres aspectos muy concretos que definen el concepto de cultura: a) cultura como mediación de lo que fue –tradición-; b) cultura como desarrollo ulterior que se aplica incluso a la transformación social –innovación- y c) cultura no es sinónimo de cultura, o sea un grupo puede desarrollar diferentes culturas –pluralismo-. 
En este sistema basado en los tres aspectos aludidos de tradición, innovación y pluralismo es donde debe encontrar el horizonte orientativo toda dogmática en torno del derecho constitucional cultural, al igual que toda teoría de la constitución como ciencia de la cultura
.
“La constitución no se limita sólo a ser un conjunto de textos jurídicos o un nuevo compendio de reglas normativas, sino la expresión de un cierto grado de desarrollo cultural, un medio de autorepresentación propia de todo un pueblo, espejo de su legado cultural y fundamentos de sus esperanzas y deseos”
. 
El estado constitucional democrático, objeto del derecho constitucional en a) b) y c) vive en el curso del tiempo, se constituye como una dialéctica entre estática y dinámica, entre conservación y cambio
. 

Häberle cita la tesis de Rodolf Smend en el sentido de que aunque dos normas (o constituciones) se expresen en los mismos términos, no necesariamente tienen igual significado. La teoría constitucional de Smend,  a finales de los años 20 se encuentra profundamente influida por las ciencias del espíritu. Intenta comprender el Estado y la constitución como realidades espirituales y dinámicas en cambio incesante. 
Georg Jellinek ya había señalado que una misma norma puede tener sentidos diferentes en diferentes tiempos. Jellinek fue profesor en la Universidad de Heidelberg entre 1891 hasta su muerte acaecida en 1911. “Allí también aparecería la contribución alemana a la sociología a través de las enseñanzas de Max Weber que se esparcían a través de los bellos paisajes frente al río. Jellinek había nacido en 1851 y su obra titulada Teoría general del Estado ha sido una contribución de enorme importancia, no obstante haber quedado pendiente una segunda parte que planeaba escribir acerca de una "Teoría especial o particular del Estado"
.
Smend extendió aún más la pluralidad de contenidos de norma al establecer que, incluso en momentos coincidentes, la norma puede variar conforme el lugar de su aplicación. Así, un mismo texto puede cambiar conforme a condiciones temporales y espaciales. Es claro que el elemento que explica esa variación tiene que ser de índole cultural
. 
Nuestro autor sostiene la idea de una constitución del pluralismo, señala como uno de sus referentes la obra de Karl Popper
, de quien toma la idea de sociedad abierta, aunque diferenciándose al sostener que toda sociedad abierta requiere de un consenso cultural fundamental (el orden constitucional) que haga posible la apertura y la cohesión, en una democracia qué es la forma estatal que se corresponde con la dignidad del ser humano, verdadera premisa antropológica cultural y primer elemento del estado constitucional
.

La dignidad humana realizada a través de la cultura de un pueblo y de los derechos universales de la humanidad, vividos desde la individualidad de ese pueblo, encuentra su identidad en tradiciones y experiencias históricas y sus esperanzas en los deseos y la voluntad creadora hacia el futuro. 
Las nuevas generaciones se convierten en un nuevo paradigma constitucional
, importa pensar no solo el presente de la justicia, sino su legado, lo que seremos capaces de transmitir, de dejar a quienes nos sucederán. Surge la necesidad de protección natural y cultural de nuestro presente para que ese legado sea posible como contrato social entre generaciones. 
“La noción de generación aquí empleada, como base de su construcción, no es por cierto biológica, sino que se emparenta claramente con la historia y con la cultura. Notorias han sido  -recordemos- las preocupaciones del Profesor Häberle por perfilar un derecho constitucional de clara base o soporte cultural”
.

Protección del ambiente, desarrollo sustentable que postula con toda nitidez que el progreso no debe ser sólo para los actuales habitantes del planeta, sino que hay que compensarlo con las necesidades que puedan tener los que vengan en el futuro; y protección cultural, de nuestro patrimonio histórico, arquitectónico y jurídico (el Estado constitucional democrático y plural como legado para las nuevas generaciones).

El principio de soberanía popular es otro de los elementos del Estado constitucional, pero entendida no como competencia para la arbitrariedad ni como magnitud mística por encima de los ciudadanos, sino como fórmula que caracteriza la unión renovada constantemente en la voluntad y en la responsabilidad pública. La Constitución como contrato, en cuyo marco son posibles los fines educativos y valores orientadores: el principio de división de poderes tanto en sentido estricto, relativo al Estado, como en el sentido amplio del pluralismo; los principios del Estado de derecho y el Estado social, lo mismo que el principio de Estado de cultura abierto. Todo esto se incorpora en una democracia ciudadana constituida por el principio del pluralismo
.

Y es que el Estado constitucional democrático es una conquista cultural de la civilización occidental, tesoro de nuestro patrimonio cultural. La constitución es un producto cultural con una pretensión muy particular: que una vez alcanzado determinado nivel cultural en el ámbito del derecho constitucional no puede ser abandonado, sino como mínimo conservado y aún mejorado. Es un momento de evolución histórica que constituye un hito, un elogio de la democracia pluralista o sociedad abierta. 
Ello se ve claro en la irreversibilidad de los derechos humanos, principio que significa que una vez que determinados derechos se integran al sistema de derechos en un estado democrático, no es posible luego considerarlos derogados, en caso de que la fuente constitucional desaparezca
.
Dignidad humana, soberanía popular y división de poderes, derechos fundamentales, tolerancia, pluralidad de partidos e independencia de los tribunales, son algunos de esos bienes culturales del Estado democrático que deben perdurar en el tiempo, más allá de nuestro propio horizonte generacional.
La cultura debe ser pensada para todos o de todos, que se contrapone a cualquier idea de civilización como mero desarrollo tecnológico y progreso indefinido, asilado del respecto por el hombre y su dignidad. La dignidad es el núcleo central irreversible, es el fruto de las luchas del hombre en la historia, signo del progreso y la evolución actual del Estado constitucional.  
Pero, ¿Es racional pensar la historia como un progreso hacia la sociedad abierta, hacia el Estado constitucional europeo? Esto es difícil de responder y  quizás dependa de nuestras más íntimas convicciones. Como sostiene el filosofo norteamericano Richard Rorty: “En términos históricos, este progreso moral, como disminución del sufrimiento y aumento de la igualdad, se ha producido en una porción relativamente pequeña del planeta (las democracias del Atlántico Norte), y “ha sido únicamente una casualidad afortunada; una casualidad que, desde luego, merece perpetuarse, pero no es más racional que el mundo de las distorsiones descriptas por la ciencia ficción”
. 
“Nuestra preferibilidad de la democracia como sistema político no necesita fundamentación racional o “verdad”, sino el compromiso con aquellos valores que pueden llevarnos a mejorar la vida, a disminuir la crueldad y las desigualdades que no deben ser toleradas, a reducir el abismo entre nuestros ideales y nuestras realidades”
.

Los valores y creencias contingentes que constituyen el nudo de nuestra adhesión a la democracia como forma de gobierno, son nuestros en la medida en que producen consecuencias positivas y adecuadas para nosotros. Sin pretender asegurarnos mediante la cohesión de un fundamento universal originario, sin garantizar que nuestras formas de vida liberal-democráticas sean superiores a otras formas de vida, bien puede valer la pena luchar por estos principios en la medida que resulten cruciales para nuestras prácticas tendientes a disminuir la crueldad actual. Por ello, sin pretender justificar nuestras acciones políticas, están adquieren sentido en tanto comporten un decrecimiento de la crueldad
.

 Por otro lado, el pluralismo actual de las sociedades no requiere de una constitución que desarrolle un determinado proyecto de vida, sino que asegure las condiciones para la realización de los diversos proyectos que conviven en la sociedad. La Constitución, orden jurídico fundamental, es la plataforma de entrada que garantiza la legitimidad de cada uno de los grupos sociales que participan de la marcha política del Estado, así como en el proceso de toma de decisiones (sociedad abierta y grado máximo de tolerancia). 
La Constitución contemporánea debería presentarse como una propuesta de soluciones posibles, dejando abierta la posibilidad de concretización para diferentes proyectos políticos en concordancia con el pluralismo de la sociedad; ésta no constituye, en definitiva, un proyecto rígidamente ordenador destinado a juristas y expertos, sino un medio de representación cultural del pueblo ante sí mismo, espejo de su patrimonio cultural
.
Por eso, para la comparación constitucional (comparación entre constituciones de diferentes países) no basta con comparar los textos, las teorías y las decisiones judiciales o estipular las diferencias, sino que también se debe tener en cuenta que tanto la Constitución en conjunto como sus elementos son parte de la cultura, lo que obliga a comprender su historia diversa y las distintas herencias. “Las constituciones son, en definitiva, cultura y no bastan los criterios belgas o alemanes para emitir un juicio respecto del federalismo a la italiana
. 
No logramos nada con la descripción jurídica de los textos, las instituciones y los procesos. La Constitución es un texto para los juristas, que lo interpretan con viejas y nuevas reglas, pero también es esencialmente una guía para los no juristas, para los ciudadanos. La Constitución regla normativa de trabajo es expresión de una situación cultural de desarrollo, las constituciones vivas son una obra de todos los intérpretes constitucionales de la sociedad abierta, forma y objeto para la expresión y mediación de la cultura, marco para la reproducción y recepción cultural, así como espejo de informaciones culturales tradicionales, experiencias y acontecimientos. 
En consecuencia, es especialmente profundo su modo cultural de vigencia, algo que fue expresado por H. Heller al reactivar la imagen de Goethe, cuando afirmó que la Constitución es una “forma que se desarrolla vitalmente”
. 
En nuestro país, podemos reconocer una nueva realidad constitucional a partir del advenimiento de la democracia en 1983. El Estado y la Constitución han experimentado un importante proceso de democratización que continúa con reforma de 1994, proceso que obviamente está acompañado de un progresivo cambio cultural de nuestra propia sociedad. 
Ambos factores pueden dar cuenta de una norma que permite una teoría constitucional completamente diferente a la original de 1853, teoría desarrollada por la doctrina desde el texto normativo pero considerando el nuevo contenido material de las normas constitucionales, producto del cambio cultural, atendiendo, en especial, a uno de los elementos que debería ser fundante del sistema constitucional actual: el pluralismo político y social que emana de la base diversa de la sociedad y permite que las diferentes sensibilidades constitucionales que componen al pueblo en su conjunto tengan cabida en la Carta Magna.
II. Verdad y tolerancia en el Estado constitucional contemporáneo.

Häberle parte de una premisa ciertamente evolucionista que considera el estado constitucional a la vanguardia mundial debido a la caída de los Estados totalitarios del bloque oriental y a la transición de los países en vías de desarrollo a democracias plurales. El tipo de Estado constitucional i.e. democracia plural, muestra ser hoy en día la forma de gobierno más exitosa en el planeta, aunque constantemente susceptible de perfeccionamiento
. 

Este vanguardismo mundial del Estado constitucional precisa –continuando su evolución- ocuparse de un problema poco considerado hasta ahora: el problema sobre la importancia de la verdad en dicho Estado. 

Häberle se interroga respecto a las competencias y obligaciones del Estado constitucional respecto de la verdad, ¿Tienen los ciudadanos un derecho a la verdad? ¿El derecho a la verdad es un derecho humano? ¿Descansa el Estado constitucional, aunque sea en términos ideales, en el valor de verdad, del mismo modo como se afirma que está obligado a la justicia y al bienestar común? ¿O tiene que conformarse con la búsqueda de la verdad? ¿Hay, en el mejor de los casos, verdades contingentes o pasajeras?

Reconoce que no ha sido mérito propio de la ciencia constitucional el descubrimiento del problema de la verdad y su dimensión constitucional. Fue la caída del régimen estalinista en Europa oriental lo que confiere a la pregunta sobre la verdad una dimensión constitucional y política. 

Recupera la figura de Havel, de prisionero de la República Socialista Checoslovaca a Presidente de la República Federal Checa, a quien agradece la orientación en el tema de la verdad, en haber sido el primero en plantear un derecho a la verdad que finalmente llegó a costas occidentales, como el problema de la verdad en el plano cotidiano de la vida política
. 

Hay una dimensión política de la verdad como deber de los Estados, deber de no mentir, no engañar a los ciudadanos, sean estos connaturales o extranjeros. Ejemplifica aquello que un Estado constitucional no debe hacer con el Estado italiano prometiendo asilo en Bari a cientos de albanos refugiados, para luego transportarlos vía aérea de vuelta a su país donde les esperaban fuertes sanciones. 

Esta manera cínica de actuar con la no-verdad no debe tolerarse en el Estado constitucional, hay una verdad debida como es debida la verdad sobre la realidad histórica, sobre los detalles mínimos de todas las injusticias del régimen estalinista en Europa oriental o de la dictadura militar que gobernó la Argentina desde el año 1976 a 1983
. 

El derecho a la verdad aparece, también, en el ámbito interamericano con el caso Velásquez Rodriguez, del 29 de julio de 1998. La Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) al analizar la extensión de la obligación de investigar por parte de los Estados afirmaba que la autoridad pública debe buscar efectivamente la verdad a través del proceso judicial, marcándose un camino destinado a obtener el esclarecimiento de graves violaciones de derechos humanos
.  

 Pero, ¿es un sueño querer fundar el Estado en la verdad? Se pregunta Häberle, ¿Solo el cínico tiene la respuesta? ¿Está condenado el Estado constitucional de la sociedad abierta al ensayo y error (Popper)? Por supuesto, la falibilidad del hombre impone el ensayo y error, impone la búsqueda incesante sin horizonte definitivo alguno, sí con metas determinadas pero sin promesas de verdades que se revelen o se construyan para eternizarse.

“Ciertamente tiene sentido preguntarse si es posible que el Estado constitucional fije los límites dentro de los cuales exista la tolerancia y al mismo tiempo no se apoye ni en mínimo de verdad, porque no puede decirse que sea posible tolerancia alguno si no hay un deseo de verdad”
.
Con una gran honestidad intelectual Häberle realiza un verdadero inventario de las teorías de la verdad. Enumera verdades lógicas, lingüísticas, experimentales, por correspondencia, a través de los juegos del lenguaje (Wittgenstein), verdades en la ciencia, en el arte y en la poesía, múltiples pretensiones de verdad de los diferentes textos, científicos, artísticos, jurídicos (Gadamer). Verdad como capacidad de consenso de los participantes de la comunicación libre y universal (Habermas)
. 

El jurista –dice Häberle- debería sentirse animado, echar mano del inventario, incorporar a su asignatura y horizonte de estudio los textos y contextos que sobrepasan el problema de la verdad. “Concebir el Estado constitucional como ciencia de la cultura es absolutamente necesario cuando se enfrenta el problema de la verdad en los Estados constitucionales”
.
 El Estado constitucional se opone a todas las formas de Estado totalitario, del color que sea, a cualquier ambición de verdad absoluta, pensamiento único y monopolio de la información. Su característica más importante reside en no dar cabida a la verdad absoluta sino en encontrarse permanentemente en la búsqueda de la misma. Es la idea de Popper sobre la “sociedad abierta”, o sea su racionalismo crítico, quien presenta de la mejor manera en palabras y procesos la relación entre Estado constitucional con el problema de la verdad en su contexto cultural
.

El concepto plural de la verdad no alberga, sin embargo, ningún tipo de relativismo. Es el concepto “dignidad humana” la suma de los valores fundamentales, premisa de la antropología cultural del Estado constitucional y de la democracia liberal, el que se constituye como valla de cualquier relatividad. 

La Constitución de Polonia de 1997, siguiendo la ley fundamental de la República Federal Alemana, adoptó el concepto de dignidad humana como categoría normativa central. Artículo 30 dice: "la dignidad inherente e inalienable de la persona es la fuente de las libertades y derechos del hombre y del ciudadano. Es inviolable, y su respeto y protección constituye un deber de los poderes públicos"
.
Estos valores fundamentales, que tienen como centro de gravedad a la dignidad humana, se erigen en “límites de lo tolerable” con el fin de contrarrestar cualquier intento de volver a un estado totalitario, negador del valor de la dignidad humana y de la búsqueda de la verdad y “garantías perennes” del Estado constitucional de no rebasar un límite absoluto, de educar a sus ciudadanos con los postulados de la búsqueda de la verdad en el contexto de los valores fundamentales últimos, de considerar un canon público sobre la educación y sus metas. 

De fomentar valores como el amor por la verdad, la veracidad, la tolerancia, la democracia, la solidaridad entre los pueblos, conjuntamente con los derechos humanos, según el paradigma de la declaración universal de derechos humanos de la ONU de 1948 (artículo 26, parágrafo 2).

Un claro ejemplo del funcionamiento de los límites en nuestro “Estado constitucional” lo constituye la actividad del Poder Judicial, más específicamente de la Cámara Nacional Electoral, que confirmó, con fecha 5 de mayo de 2005, el fallo del primera instancia que denegó el reconocimiento correspondiente al denominado Partido Nuevo Triunfo como partido político del distrito Capital Federal, fijando los límites de la tolerancia política en el Estado constitucional.

Dicho partido pretendía su habilitación electoral y, si bien cumplía con los requisitos formales establecidos en el art. 7 de la ley 23.298, el juez federal sostuvo que: “no se puede dejar, de ninguna manera, pasar por alto el significado intrínseco del lenguaje simbólico […] el que en definitiva se convierte en el portador de la ideología que el partido quiere trasmitirle al electorado, la que claramente se identifica con la propiciada por Adolf Hitler en el Tercer Reich, […] una agrupación que defiende y hace suya una ideología que se caracteriza por el desprecio de la vida misma […] en las que las minorías, el disenso, la participación, la libertad y, en definitiva, los derechos fundamentales no tienen vigencia”
.
¿No hay libertad para los enemigos de la libertad? ¿Qué debemos hacer con los intolerantes? ¿Una secta intolerante tiene derecho a quejarse cuando no se la tolera? (Rawls) Evidentemente no se tiene derecho a queja cuando uno resulta intolerante, pero la intolerancia no justifica la opresión. Tampoco justifica el menoscabo de libertades salvo que exista un considerable riesgo para nuestros propios intereses legítimos. 
“Así, los ciudadanos justos deben obedecer a la Constitución con toda su igualdad derechos y libertades en la medida en que la libertad general y la propia no se vean amenazadas. Pero, mientras la Constitución en sí está asegurada, no hay razón para negar la libertad al intolerante”
. 
Uno de los poderes de ese Estado
 fija los límites de la tolerancia política, despliega las garantías perennes que todos los ciudadanos pretendemos, no volver a un pasado trágico, no repetir los errores de la humanidad, consolidar nuestro Estado de derecho, convertirlo en un verdadero Estado constitucional.
“En favor de la dignidad de la persona, obliga (la Constitución) al grado máximo de tolerancia –lo que permite la plenitud de la interpretación-, claro está con ciertos límites de tolerancia, que se hacen tanto más indispensable cuanto más se convierte la tolerancia en parte integrante del consenso constitucional básico”
.  

Nuestras sociedades multiculturales, y el pluralismo que lentamente se va imponiendo como mirada frente a nuestros valores, convierten a la tolerancia en completamente necesaria, pero –a la vez-, y en esto se demuestra su paradoja, la tolerancia se requiere solamente para aquello que ya nos parece intolerable. El conflicto de valores o creencias llama a la tolerancia desde nuestra intolerancia, aquella que genera ese conflicto y parece volver a nuestra virtud sospechosamente imposible
.

Pese a ello, no debemos renunciar a la búsqueda de sociedades cada vez más tolerantes, la renuncia a la búsqueda de verdad y tolerancia representa una renuncia a la cultura. 
El Estado constitucional se constituye así como un foro para la búsqueda de la verdad, complementado con dos vertientes fundamentales 1) la vertiente subjetiva constituida por tres libertades fundamentales, a saber religión, arte y ciencia (libertades incorporadas a las constituciones europeas e incluso americanas y 2) la vertiente objetiva, la clausula del pluralismo (en las constituciones de los países de Europa central y también en la Constitución colombiana 1991, art. 1). Esta última vertiente se relaciona con dos principios en donde descansa el Estado constitucional, el principio de responsabilidad y el de la esfera pública. 

El pluralismo del Estado constitucional significa no anquilosarse en verdades preestablecidas ni en pensamientos únicos, rechazar verdades reveladas y acabadas (la democracia siempre un proceso de perfeccionamiento), no monopolizar la información, ni las verdades.

La búsqueda de la verdad, en una primera etapa, se constituye como una técnica negativa, primeramente se trata de prohibir y evitar las no verdades (¿Cómo se evitan las no verdades en la política?). “En una situación análoga se encuentra la búsqueda judicial de justicia que en principio comienza evitando la injusticia, y en un nivel sucesivo establece las condiciones para hallar la verdad. Verdad como proceso –así como justicia y bienestar común- es una noción básica de la democracia plural y el Estado constitucional”
.
La democracia plural y el Estado constitucional confronta el problema de la verdad en tres ámbitos: en la discusión entre la relación entre verdad y mayorías, en la comprensión de la formación social de la opinión pública, y como una parte de esto, en la limitación de la libertad de prensa en interés de la protección de otros valores y para dirigir sus informes a conformarse con la verdad, en lugar de las mentiras mediáticas
. 

Temas estos de notable interés y actualidad en nuestros países. Si es la mayoría y no la verdad la que promueve la obligación normativa en los sistemas políticos modernos ¿Cuál es la participación de las minorías en la formación del consenso social? ¿Qué lugar debemos darle al disenso? ¿Qué verdad seremos capaces de construir a propósito de la relación mayorías y minorías? ¿Cómo cumplimos con la clausula del pluralismo en la representación pública de las minorías, sin que esta sea meramente formal y no material? “En el estado de desarrollo del Estado constitucional, sólo es posible hablar de una Constitución del pluralismo si existe una protección suficiente de las minorías, la que comienza con la tolerancia y respeto de la dignidad de los otros, como fines de la educación…”
.
¿Cómo demandar un adecuado pluralismo en los medios de comunicación?
 ¿Cómo fomentar una justa competencia entre medios como forma de  descubrimiento de no verdades? La relación entre medios de comunicación, democracia y verdad resulta esencial en nuestras sociedades. La ciudadanía empieza a reclamar una presentación fiel de los hechos, principalmente de las acciones políticas. Hay un claro hastió de la ciudadanía conviviente con operaciones de prensa profusas en no verdades, con la distribución mediática de pasiones y no de ideas, la imparcialidad de los medios parece imposible.
“La discusión en Alemania se esfuerza hoy por cambiar el énfasis del contenido al proceso en la protección de la identidad de cada persona y en el caso de la libertad de opinión en medios de comunicación sobre todo en periodismo, se esfuerza en acentuar la obligación de ser preciso y cuidadoso al afirmar un suceso, para lo cual se deberá siempre presentar la versión contraria”
.
En la actualidad político/institucional de nuestro país, surge la necesidad de inspirar a la ciudadanía, al pueblo (al que pertenece también la clase política) a la búsqueda de la verdad, de la justicia y el bienestar común, ideales inmanentes de todos los Estados constitucionales, valores de acercamiento que señalan caminos y procedimientos que disminuyen las posibilidades de fracaso y error. Lograr consensos operativos y funcionales más deliberativos (una gran mesa redonda para entenderse y tolerarse
) que nos alejen del estado totalitario “a la vuelta de la esquina.

III. Interpretación de la Constitución: el pluralismo de los agentes culturales.
La democracia es la consecuencia organizativa de la dignidad del hombre, no es más pero tampoco es menos. La constitución, orden jurídico fundamental del Estado y la sociedad, abierta hacia el futuro, institucionaliza las experiencias (apertura hacia atrás) y abre espacio para el desarrollo humano y su historia
. 
En el Estado constitucional plural, el grado máximo de tolerancia implica la plenitud de la interpretación constitucional de los agentes culturales.
No solo los agentes políticos y sociales tienen el derecho de interpretación de la Constitución sino que la pluralidad de intérpretes se extiende hacia otra categoría a la que podemos denominar cultural porque comprende todas las expresiones susceptibles de producirse en un medio espacial y temporal determinado.   

La interpretación de las normas jurídicas implica, en general, otorgarles un sentido. En el caso de la –Constitución- su interpretación adquiere especial importancia pues a través de ella se busca dar un sentido a las normas fundamentales que organizan la convivencia política de un país, su programa de gobierno y hasta su forma de vida (o la forma de vida de los ciudadanos).
Pero, además existe una dimensión filosófica en la labor interpretativa. Una de las cuestiones que la teoría de derecho, esto es, la actividad de contemplar críticamente la realidad jurídica
, ofrece a la mirada del operador de esta ciencia es la imposible prescindencia de una dimensión filosófica acerca de esa realidad, es connatural a la labor de interpretación
.
Y es que ninguna decisión o interpretación jurídica se realiza fuera de una comprensión previa sobre el sentido del problema y en la que el operador jurídico se mueve de manera espontánea
. Tales precomprensiones, como las llama Esser, no constituyen sino el contexto filosófico desde el que aquel asume su tarea interpretativa y en las que dicho “horizonte de sentido” (también llamado “tradiciones”), como lo ha mostrado Gadamer (un autor caro a Häberle), es sometido a examen por el interprete de cara a la singularidad del caso concreto dando origen a un proceso de “construcción hermenéutica”, en el que el derecho se asume como consecuencia de un diálogo circular entre tradición histórica (y cultural), contexto actual, caso concreto y sujeto intérprete
.
Pero, no es la interpretación filosófica la que nos interesa en el desarrollo de este trabajo sin perjuicio que sea abarcativa de cualquier otra,  sino la interpretación constitucional, en su propia identidad y en especial referencia con los intérpretes constitucionales.

III A). Tesis, actualidad y futuro del problema de la interpretación constitucional.
En general la teoría de la interpretación constitucional se plantea, hasta la obra de Häberle, fundamentalmente sobre dos cuestiones:

-La cuestión de las funciones y objetivos de la interpretación constitucional (ej. justicia, equidad, equilibrio de intereses, efecto secundario y pacificador, razonabilidad, seguridad jurídica, transparencia, capacidad de consenso, claridad de método, carácter abierto, armonización).
-La cuestión de los métodos (procedimientos) de la interpretación constitucional (reglas interpretativas)
.

Sin embargo, se ha descuidado –dice Häberle- el problema de la relación sistemática con la tercera (nueva) cuestión de los participantes de la interpretación constitucional
.
¿Por qué resulta un problema esta relación? 
Porque hasta Häberle la teoría de la interpretación estaba demasiado centrada en la “sociedad cerrada” de los intérpretes jurídicos de la constitución, reduciendo su perspectiva a la tesis clásica de interpretación jurisprudencial y procedimiento formalizado (en nuestro país, en especial la CSJN y tribunales inferiores a través del control difuso de constitucionalidad). Nuestra CSJN y, los poderes públicos (ejecutivo, legislativo) a través del proceso de formación de normas vinculadas al texto constitucional o, a través de la suscripción de un pacto internacional de derechos humanos. 
Häberle viene a introducir un nuevo planteamiento, de la sociedad cerrada de los intérpretes constitucionales a la sociedad abierta (toma prestado el término de la sociedad abierta del libro de Popper La Sociedad Abierta y sus enemigos), sosteniendo la siguiente tesis: En los procesos de la interpretación constitucional se insertan potencialmente todos los órganos estatales, todas las potencias públicas, todos los ciudadanos y grupos, no hay, ni puede haber numerus clausus de los intérpretes constitucionales. 
La interpretación constitucional es un proceso consciente, aunque no tanto en la realidad, hasta ahora ha sido demasiadas veces una cuestión de sociedad cerrada de los intérpretes constitucionales “agremiados en la constitución” y de los participantes formales en el proceso constitucional que, necesariamente, debe cambiar en pos de una sociedad abierta en la cual todas las potencias públicas pueden participar materialmente de la interpretación constitucional, entendiendo que la interpretación contribuye a la Constitución de esta sociedad abierta y plural a la que debemos aspirar.
Y es que un adecuado sistema interpretativo debe considerar el carácter evolutivo de la realidad social y cultural (Häberle parece sostener respecto de la democracia y el Estado Constitucional una idea claramente evolucionista como sostuvimos anteriormente), generando la participación efectiva de todos los ciudadanos, a través de reglas extensivas y flexibles que permitan su adecuación con el sentido de las normas jurídicas en un contexto histórico cultural determinado. 
La mirada de Häberle no significa un des fortalecimiento del panorama constitucional o un serio cuestionamiento a la seguridad jurídica que debería imperar en un Estado, sino un sinceramiento productivo en la relación entre Constitución y sociedad cultural.

Así, la rigidez constitucional, concepto derivado de la supremacía constitucional, no debe llegar al punto de congelar el contenido material de los derechos fundamentales, precisamente porque es a través de estas normas que la comunidad actualiza el contenido de su pacto político, de su contrato con el Estado constitucional.
No se trata de negar la importancia del momento constituyente como acto originario de la Constitución, ni la idea que la Constitución estipuló dos caminos sobre la producción y aplicación de sus disposiciones de alcance general, diferenciado la jerarquía del producto, en el cual, las de más alto rango, la constitucional, las bases y puntos de partida elementales para fijar la convivencia comunitaria –con la propiedad de la rigidez como cualidad sobresaliente- por una Convención Constituyente convocadas a tal efecto (cfr. arg. Art. 30 de la CN)
 , sino que -lo fundamental-  es la apertura de proceso de interpretación, pluralidad de intérpretes constitucionales y aplicación de criterios más extensivos, democráticos, que favorezcan la comprensión armónica entre norma y realidad cultural, reconociendo el  carácter evolutivo del contenido material de todas las reglas jurídicas, incluso la Constitución. 

En la misma línea, Zagrebelsky
 señala que si existe una norma positiva que ya no responde a los requerimientos de la sociedad producto de un cambio profundo experimentado por ésta, la presión del caso impone la modificación de la norma a fin que se adecúe y sintonice con la realidad social, esfuerzo en el que deben participar jueces, legisladores y autores, ya que el derecho no puede separarse del ambiente cultural (el complejo entramado social, étnico, religioso, político y cultural de nuestras sociedades plurales) en el que se halla inmerso y erigirse como un sistema normativo independiente y autosuficiente.
Porque las normas jurídicas surgen para que ocupen un espacio vital de la comunidad, en el ámbito que sea, por ello, quien vive la norma la (co) interpreta. “Cada actualización de la Constitución (por cada uno) es al menos un fragmento de interpretación constitucional anticipada”
. 
La interpretación es una actividad encaminada a la comprensión y explicación de una norma (en el sentido gadameriano que señalamos anteriormente), sin perjuicio que siempre, al final del proceso hermenéutico hay un intérprete final de última realización de la interpretación puede ser necesario un concepto más amplio de interpretación; ciudadanos y grupos, órganos estatales y publicidad (vida pública, esfera pública) son fuerzas de producción interpretativa”
. 
Sostener una tesis de esta naturaleza produce una democratización del proceso interpretativo, garantizada desde la teoría democrática y viceversa. “No hay interpretación alguna de la Constitución sin los ciudadanos activos y las potencias públicas mencionadas”. 
Todos los ciudadanos que vivimos en y con el supuesto de hecho regulado por la norma somos, indirectamente y dado el caso también directamente, interpretes de la norma. Los destinatarios de las normas también participamos de la interpretación más intensamente de lo que se admite generalmente. Surge, entonces, la necesidad de autoentendimiento de los ciudadanos, de los grupos, de las potencias sociales respecto del proceso de interpretación, de la interacción como cointerpretación con los órganos del Estado, incluso con los expertos en el procedimiento legislativo y judicial, expertos e intérpretes de la sociedad pluralista se convierten en intérpretes del derecho estatal y el autoentendimiento es un acto de responsabilidad, de reconocimiento de nuestros derechos y nuestras obligaciones como ciudadanos. “El autoentendimiento se convierte en un elemento material del derecho fundamental”. ¡La teoría de la interpretación (constitucional) de la ciencia y de la democracia conducen aquí a una comunicación específica entre Estado y sociedad
!
III. B.) Los participantes en la interpretación constitucional. Por una tesis de la participación de intérpretes en el Estado Constitucional argentino.
“La investigación sobre quién participa en la interpretación constitucional es expresión sociológica (constitucional) y consecuencia del concepto “republicano”, interpretación abierta, que ha de verse como finalidad de toda interpretación constitucional
. Una teoría constitucional que se concibe (también) como una ciencia de la experiencia tiene que estar preparada y por principio estar en situación de indicar que personas y grupos componen la opinión pública. La investigación sociológica, científica experimental debe plantearse en estos casos, ¿Qué interpretación ha surgido, de qué forma, a través de qué elementos de la opinión pública, a través de qué aportaciones de la ciencia han sido influidos los jueces constitucionales?
Distintas son las razones por las cuales se interpreta a una Constitución. Esta labor se puede realizar con un mero afán de investigación como sucede en el caso de un investigador, o de crítica, como sucede en el caso del analista político, quien interpreta de una determinada manera los alcances de la constitución, influenciado por lo general por la coyuntura política de su país.

Por otro lado, al presentarse situaciones concretas en las cuales deben ser aplicados o desarrollados los preceptos constitucionales, los órganos estatales involucrados en dichas actividades se encuentran obligados a otorgarles un sentido.

Los participantes estatales:

a.) Interpretación del Poder Judicial: Si pensamos que la interpretación constitucional que realiza el Poder Judicial se realiza en gran medida por el control de constitucional, deberíamos señalar cuáles son sus notas principales. Recordemos, entonces, que nuestro control de constitucionalidad es difuso: no existe un fuero específico a cargo de la jurisdicción constitucional. Todos los jueces sin distinción de fueros, instancias u órdenes jurisdiccionales –provinciales o de la Ciudad de Buenos Aires y federales- pueden realizar la inspección de inconstitucionalidad
. El nacimiento del control de constitucionalidad difuso como el nuestro tiene su origen en la célebre decisión del juez John Marshall, en el leading case Marbury vs. Madison (1803). Allí, Marshall fundó las bases para el control de constitucionalidad, interpretando la norma suprema de su país, con la finalidad de señalar el decisivo rol de los magistrados en defensa de la Constitución, resaltando la facultad implícita (implied power) que los jueces tienen para dejar de aplicar toda ley que contradiga la Constitución, estableciendo de esa manera su supremacía respecto del orden jurídico. El trascendente rol de los jueces para la defensa de la Constitución, y por ende para la interpretación constitucional, fue  adoptado por nuestro país en su organización jurisdiccional, instituyendo el poder de los jueces en el control de la constitucionalidad de las leyes. Este es el control difuso de constitucionalidad, interpretación plena de la nuestra norma fundamental, defensa de la constitución frente a los excesos de los otros poderes. 
b.) Interpretación del Poder Legislativo: El Congreso, el Poder Legislativo, es una institución que debe interpretar los alcances de la Constitución en todo el proceso de formación de las leyes, especialmente aquellas leyes que constituyan un desarrollo de los preceptos constitucionales (ej. Ley de defensa del consumidor en relación al art. 43 de nuestra CN), regulen los derechos fundamentales o establezcan funciones y competencias de los órganos constitucionales. Tarea que se funde cotidianamente entre lo jurídico y lo político.
c.) Interpretación del Poder Ejecutivo: En nuestro sistema constitucional el Poder Ejecutivo tiene influencia en el campo legislativo mediante la facultad de emitir decretos de necesidad y urgencia (art. 99 de la CN). Si bien el texto constitucional modificado por la reforma de 1994 se orientó hacia una atenuación del poder atribuido al Presidente, lo cierto es que la ausencia de un marco normativo concreto que asegure el control parlamentario pertinente y obligatorio, y “ ... la manía del ‘decretismo’ síntoma de una tendencia autoritaria que refuerza con desmesura al sistema presidencialista, y frustra los intentos que con la reforma se hicieron para modelarlo y matizarlo”
, han convertido prácticamente al órgano político en el ente que legisla sobre los temas de mayor importancia, en un claro ejemplo del abuso del derecho constitucional vigente. También como ejemplo de interpretación constitucional deben pensarse la atribución que le ha sido asignada al Presidente de la República de veto u observación de las leyes, toda vez que es posible encontrar en los fundamentos de tales observaciones referencia a la inconstitucionalidad de leyes aprobadas, o referencias a interpretaciones de la Constitución vigente en relación con esas leyes. 
Los participantes no estatales que participan de las decisiones de 1.a, 1.b. y 1.c.
a.) Solicitantes y opositores a la solicitud, recurrente (ej. Amparo constitucional o amparo de materia constitucional) demandante y demandado, que fundamentan sus alegaciones y obligan al juez a tomar una decisión de materia constitucional (“diálogo jurídico”).

b.) Otros participantes en el procedimiento, legitimados a manifestarse y a intervenir según la acordada 28/2004 de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, los amigos del tribunal (amicus curiae). La CSJN sostuvo que la intervención que se postula encuentra su fundamento, aún con anterioridad a la reforma de 1994, en lo dispuesto en el art. 33 de la Constitución Nacional, en la medida en que los fines que inspiran dicha participación consultan substancialmente las dos coordenadas que dispone el texto: la soberanía del pueblo y la forma republicana de gobierno. No debe prescindirse, por último, que la actuación de los Amigos del Tribunal encuentra sustento en el sistema interamericano al cual se ha asignado jerarquía constitucional (art. 75, inc. 22), pues ha sido objeto de regulación en el Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (art. 62.3) y ha sido expresamente autorizada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos con sustento en los arts. 44 y 48 de la Convención Americana. 
c.) Peritos, expertos en comisiones de investigación y procesos de incidencia colectiva (ej. los peritos de la Universidad de Buenos Aires (UBA) a pedido de la Corte, en la que analizaron la factibilidad del Plan de Saneamiento en la causa Matanza Riachuelo)
. Representantes de intereses, lobbystas, partidos políticos (influyentes en la elección de magistrados a través del lugar que tienen en el Consejo de la Magistratura de la Nación). 

d.) La publicidad democrática –pluralista- el proceso político como “gran estimulador”, los medios (prensa, radio, televisión, medios electrónicos) que son participantes procedimentales no en sentido estricto pero influyen a veces decididamente en el proceso de formación de las leyes, iniciativas ciudadanas (recolección de firmas para impulsar proyectos o demandar cambios), asociaciones del tercer sector ONGs, en especial aquellas constituidas a propósito de la justicia (Federación Argentina de la Magistratura (FAM), Asociaciones de Magistrados, Fundaciones (ej. Fores), la Asociación de Derechos Civiles (ADC) cuyo presidente es Alejandro Carrio, el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), las Asociaciones Ambientales, Greenpeace,  Las Asociaciones de Consumidores de acuerdo al procedimiento de la ley 24.201 y modif.), partidos políticos fuera de su participación organizada, sindicatos, iglesias, teatro, editoriales, organizaciones científicas, universidades públicas y privadas.

e.) La teoría del Derecho constitucional que tematiza la participación de las otras fuerzas, participando también en diversos niveles (publicaciones jurídicas (libros, revistas especializadas, etc.) columnas de opinión, participación de expertos en los medios ej. respecto de la reciente discusión de las candidaturas testimoniales en el proceso electoral argentino).
f.) Los tribunales internacionales, en especial la Corte Interamericana de Derechos Humanos que pregona el control de convencionalidad (además del control de constitucionalidad) obligando a los jueces a interpretar la constitución en armonía con el Pacto Interamericano de Derechos Humanos y la interpretación que de él realiza la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). De esta manera las decisiones de los tribunales internacionales son generadoras de reinterpretaciones constitucionales, convirtiéndose en intérpretes indirectos.  Después de la reforma constitucional de 1994, en virtud de la cual once instrumentos internacionales de derechos humanos adquieren jerarquía constitucional, resulta ineludible considerar la interpretación que de ellos hacen los órganos competentes de control internacionales teniendo en cuenta la integración del derecho y la consecuente interacción entre los ámbitos de aplicación
. A efectos de evitar confusiones, recuerdo a Bidart Campos cuando señalaba que: “Un error consiste en afirmar que los instrumentos internacionales de derechos humanos a que alude el art. 75 inc. 22 cuando les otorga jerarquía constitucional están “incorporados” a la constitución. La verdad es que están incorporados a nuestro derecho interno. El error es sostener que están incorporados a la constitución. No lo están, ni hacen parte de ella, por la sencillísima razón de que ni lo dice el art. 75 inc. 22, ni están dentro del texto que comienza con el preámbulo, continua con 129 artículos y concluye con las disposiciones transitorias. Cuando se lee este texto, no se descubre que en él se halle el texto de los mencionados instrumentos. Una cosa, entonces es revestir jerarquía constitucional –o sea hallarse al mismo nivel que la constitución- y otra harto diferente es formar parte de ella
.
g.) El ombudsman o defensor del pueblo Institución autárquico e independiente para la defensa y la protección de los derechos humanos y de los demás derechos, garantías e intereses tutelados en la Constitución (art. 86 de la C.N.).
Interacción e interpretación constitucional, valoración del inventario patrio.
Si analizamos el cuadro de los intérpretes constitucionales debemos concluir, rápidamente, que la interpretación constitucional no es ni teórica ni prácticamente un proceso estatal “exclusivo”. Todas las fuerzas de la comunidad política tienen potencialmente acceso a él
. El ciudadano que interpone un recurso de amparo persiguiendo el reconocimiento de su derecho constitucional a la salud, a la información o al debido proceso es tan intérprete constitucional como el partido político que plantea un conflicto de competencias entre órganos constitucionales en el ámbito del Poder Legislativo (ej. CSJN vs. Poder Legislativo a propósito del fallo “Patti, Luis Abelardo s/interpone acción de amparo c/cámara de Diputados de la Nación”).
Häberle también otorga gran importancia al proceso político como instancia de interpretación (“política como interpretación constitucional”). El proceso político es uno de los ámbitos más fundamentales, más vitales y funcionales donde tienen lugar innovaciones (ej. las candidaturas testimoniales), cambios y confirmaciones que constituyen material objetivo de futuras interpretaciones constitucionales. En este proceso también participa el legislador, creando un fragmento de publicidad y realidad sobre la Constitución (ej. La función social de la propiedad) que ocasionalmente pueden convertirse en contenido de la Constitución
. 
La propia ciencia del Derecho constitucional es un factor esencial y participante activo que tiene a la jurisdicción constitucional (en nuestro caso todos los jueces aunque especialmente nuestra CSJN) como catalizador esencial de la ciencia del Derecho constitucional como interpretación de la Constitución. La recepción de las grandes obras en la jurisprudencia de la CSJN. 
Frente a esta pluralidad de intérpretes constitucionales surgen ciertas objeciones: ¿Cómo se mantiene la unidad de la constitución que pregona Häberle frente a esta pluralidad interpretativa? Häberle hace frente a la objeción intentando una valoración diferenciada de la legitimación de los diferentes intérpretes constitucionales. Obviamente, la cuestión de la legitimación se plantea en todas las potencias no formales u oficiales, que no tienen un procedimiento constitucional preestablecido (como sí tienen los órganos del Estado vinculados a la Constitución, la ley y el derecho).
“Vinculados a la Constitución están también los partidos políticos, grupos, ciudadanos, aunque en distinta medida y no siempre directamente, la mayoría de las veces sólo indirectamente a través del poder –sancionador- del Estado. Aquí un menor grado de legitimación parece corresponder también, por de pronto, a un menor grado de vinculación”
.
Pero esto no es problema, la interpretación es un proceso abierto, no un sometimiento pasivo, no la recepción de una orden. Conoce posibilidades alternativas. La vinculación se convierte en libertad en la medida en que la reciente concepción sobre la interpretación ha refutado la ideología de la subsunción
.

Los ciudadanos y los grupos pueden no tener una legitimación democrática, entendida en sentido tradicional, para la interpretación constitucional, pero la democracia no se desarrolla solamente a través de la relación, formalizada, canalizada, concedida, en sentido estricto, de delegación y responsabilidad del pueblo a los órganos estatales (legitimación a través de las elecciones), sino que se desarrolla en una comunidad abierta también en las formas mediatizadas más finas del proceso público pluralista de la política y la praxis diaria, especialmente en la realización de los derechos fundamentales
.
El pueblo, como dice bellamente Häberle, no es precisamente sólo una majestad unitaria que “emana” (sólo) el día de las elecciones proporcionando como tal legitimación democrática. El pueblo, como majestad pluralista está siempre presente en las interpretaciones constitucionales
, ya sea como partido político, como defensor del pueblo, como grupo de interés (ambiental o jurídico), como ciudadano, como consumidor o usuario (en el sentido de la ley 24.240). Así contemplados los derechos fundamentales son un fragmento de base democrática de legitimación para la interpretación abierta, en cuanto al grupo de participantes.
“El pueblo como majestad constituida actúa “por todas partes”, universalmente, a muchos niveles, por muchos motivos y en muchas formas, no en último lugar a través de la cotidiana realización de los derechos fundamentales. No se olvide: el pueblo es ante todo una asociación de ciudadanos”
. La democracia es el imperio de los ciudadanos y su libertad fundamental es el pluralismo.
Los intérpretes constitucionales constituyen un fragmento de esa realidad pluralista, realidad que bien puede plantearse como proceso cooperativo (solidario) de comunicación (Habermas) e interpretación. 
“La sociedad es libre y abierta en la medida en que el circulo de los intérpretes constitucionales se abre en el sentido más amplio”
. 

En nuestras sociedades, ciertamente no al mismo nivel de desarrollo cultural que las democracias europeas, no debemos renunciar a la utopía de un Estado constitucional pluralista, en el cual la verdad, y la tolerancia ocupen un lugar privilegiado en la agenda política. La constitución merece ser vivida e interpretada en plenitud por parte de los ciudadanos y esa plenitud de la dignidad humana sólo es posible con un Estado preocupado por el bienestar general, capaz de generar una verdadera mesa redonda de deliberación y acuerdo para analizar como potenciar nuestro presente pensando en la protección de las generaciones futuras.
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